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REF: Expediente núm. 2011-01635. Actor: MUNICIPIO DE SOACHA - CUNDINAMARCA. 


CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN PRIMERA

Bogotá, D. C., diez (10) de octubre de dos mil doce (2012).

CONSEJERA PONENTE: DOCTORA MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ.

Ref.: Expediente núm. 2011-01635.

ACCIÓN DE TUTELA.
Actor: MUNICIPIO DE SOACHA - CUNDINAMARCA

Procede la Sala a decidir la impugnación, oportunamente interpuesta por el Municipio de Soacha – Cundinamarca, contra el fallo de 9 de mayo de 2012, proferido por la Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, que declaró improcedente la acción de tutela formulada.

I. ANTECEDENTES.

I.1.-  La Solicitud.

El Municipio de Soacha - Cundinamarca, a través de apoderado, presentó acción de tutela contra el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en Descongestión, por considerar que le fueron violados sus derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa, al dictar una sentencia que constituye vía de hecho por defecto sustantivo y fáctico, por aplicación indebida de normas de rango constitucional y legal y, por la falta de valoración de las pruebas allegadas al expediente.

I.2.-  Hechos. 

Manifestó que los habitantes de la Urbanización Parques del Sol II, ubicada en el Municipio de Soacha, demandaron a la Constructora Sudema S.A. y al Municipio en mención, a través de una acción popular y una acción de grupo, en virtud de las deficiencias estructurales de las edificaciones de dicho complejo habitacional. 

Indicó que en cumplimiento del fallo proferido en la acción popular, se reubicó a cada uno de los propietarios de las viviendas de la urbanización citada, entregándoles una nueva casa, incluso de mayor valor de las adquiridas a crédito con la Urbanizadora Sudema S.A. 

Con relación a la acción de grupo interpuesta por los mismos hechos, afirmó que el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en Descongestión, mediante sentencia de segunda instancia de 13 de octubre de 2011, no tuvo en cuenta la reubicación y entrega de nuevas viviendas llevada a cabo por el Municipio de Soacha en virtud de la acción popular antes referida; lo condenó a pagar una doble indemnización, por valor $2.919.164.936 correspondientes al pago de la vivienda, más $ 4.414.343.928 respecto de las cuotas iniciales y de amortización pagadas por los propietarios y por concepto de perjuicios por alteración de las condiciones de existencia, la suma de $3.306.300.000.

Expresó que el Municipio de Soacha, en cumplimiento de la sentencia proferida en la acción popular, ya había cancelado un valor total de $7.008.661.726, por concepto de las nuevas casas entregadas a los habitantes de la urbanización Parques del Sol II.  

Agregó que la acción de grupo fue instaurada por 82 familias, en la que aparecen dos veces relacionados los nombres de NIDIA ROJAS PEÑALOSA y ÁLVARO AUGUSTO LOPERA ALFONSO.  

Señaló que la condena establecida en la acción de grupo, fallada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en Descongestión, constituye una doble o triple indemnización, entendiendo que el Municipio ya había reubicado y entregado nuevas casas a los propietarios de las viviendas de la Urbanización Parques del Sol II, en cumplimiento del fallo de la acción popular interpuesta por los mismos hechos.  

I.3.-  Pretensiones.

El actor solicitó que se declare que la sentencia de 13 de octubre de 2011, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en Descongestión, Sección Primera, Subsección C, incurrió en vía de hecho al condenar al Municipio de Soacha a pagar doble indemnización a favor de los demandantes de dicho fallo y por tanto, vulneró los derechos fundamentales al debido proceso y al derecho de defensa.

Que como consecuencia de la anterior declaración, se revoque parcialmente la sentencia en comento y en su lugar, se confirme la providencia proferida en primera instancia o se deje sin efecto la doble condena al pago de las viviendas de los afectados y se disponga sobre el llamamiento en garantía. Así mismo, se nieguen los perjuicios morales y se revoque la condena por concepto de alteración en las condiciones de existencia, por no haber sido solicitado este último en la demanda. 

I.4.- Defensa.

Los Magistrados del Tribunal Administrativo de Cundinamarca en Descongestión, Sección Primera, Subsección C, doctores Álvaro Ayala Pérez, Ana María Correa Ángel y Ana María Rodríguez Alava, manifestaron que es improcedente la acción de tutela, bajo el entendido de que no hay vulneración de derecho fundamental alguno y existen otros mecanismos judiciales pertinentes. 

Hicieron claridad en que los habitantes de la Urbanización Parques del Sol II y el Personero Municipal de Soacha, interpusieron por separado dos acciones de grupo, presentadas y tramitadas en el Tribunal Administrativo de Cundinamarca con los números 250002315000-2002-00009 y 250002315000-2005-00136, los cuales fueron acumulados. Por otra parte, manifestaron que la acción popular la interpuso la Procuraduría General de la Nación, bajo el radicado núm. 2004-00769, la cual fue decidida en la Sección Segunda Subsección “B” del Tribunal Administrativo de Cundinamarca.

Adujeron que en el presente caso no se cumplen las condiciones establecidas en la sentencia C-590 de 2005, en particular, la que corresponde al agotamiento de todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial que se encuentran al alcance del presuntamente afectado.

Expresaron que los perjuicios otorgados en la acción de grupo, no son los mismos de la acción popular, entendiendo que los primeros son eminentemente resarcitorios y por lo tanto, no puede considerarse que exista un doble reconocimiento.

Indicaron que bajo el precedente jurisprudencial del Magistrado, Doctor Enrique Gil Botero, sumado al principio iura novit curia, y por existir material probatorio que así lo demostraba, se reconoció el sufrimiento padecido por las familias y por tanto, la indemnización por alteración de las condiciones de existencia.  
Estimaron que el mismo Legislador consagró las acciones de grupo y populares en forma diferente, estableciendo que la primera busca proteger un número plural de personas a quienes por una misma causa se les produzca perjuicios individuales y se ejerce con la finalidad de obtener el reconocimiento y pago de la indemnización correspondiente.

Manifestaron que encontraron probados los perjuicios causados a los propietarios que adquirieron las casas en cuestión, incluso, residentes de la urbanización Lagos de Malibú, uno de los sitios estipulados para la reubicación informaron el incumplimiento por parte del Municipio de Soacha, el mal estado de las viviendas y las dificultades de salud que estaban viviendo.  

Argumentaron que las sumas establecidas en la condena se realizaron en virtud de un dictamen pericial, rendido por un perito experto dentro del proceso. 

Consideraron que no es de recibo la presunta existencia de vía de hecho con fundamento en la no resolución del llamamiento en garantía formulado por la demandada en contra de la aseguradora, teniendo en cuenta que dentro del proceso, mediante auto de 20 de junio de 2005, se accedió a tal solicitud y se ordenó citarla para que interviniera. 

Agregaron que la conformación del grupo es incierta hasta tanto todas las personas interesadas se hagan parte del mismo dentro de las oportunidades de Ley, razón por la cual, son algunas personas diferentes y otras coincidentes las que aparecen identificadas tanto en la acción popular, como en la de grupo y es por ello que a quienes se les hizo entrega de la vivienda, no están excluidos de la indemnización integral que fue ordenada en la acción de grupo y que garantiza la justicia material.

Afirmaron que el accionante solo pretende que se revoquen decisiones dictadas por el Juzgado 36 Administrativo del Circuito de Bogotá y por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en Descongestión, Sección Primera, Subsección “C”, cuando pudo hacerlo en su momento interponiendo los recursos ordinarios, para reclamar lo que ahora pretende por vía de tutela.  

Aseveraron que la parte demandada dentro de la acción de grupo, interpuso recurso extraordinario de revisión, contra la sentencia de 13 de octubre de 2011, el cual se encuentra en trámite.   

El doctor Diego Sadid Losada Rubiano, en calidad de apoderado de los actores dentro de la acción de grupo 2002-00009, se opuso a la presente acción por considerarla improcedente, bajo el entendido de que se realizó una indebida interpretación de las finalidades de la acción popular y de la acción de grupo, siendo la primera de carácter preventivo y de restablecimiento de derechos colectivos y la segunda netamente indemnizatoria, sin que se excluyan la una de la otra, pudiéndose entonces utilizar en forma paralela.

Estimó que una cosa fue la acción de grupo iniciada por algunos afectados con los engaños y defraudaciones de sus derechos desde el año 2002, y otra diferente, el hecho de que en el año 2004, la Procuraduría, en vista del estado de amenaza de los inmuebles y zonas comunes de la urbanización, promoviera la acción popular para evitar la pérdida de vidas en el sector.

Agregó que lo ordenado en la acción popular, constituyó simplemente un mecanismo para restablecer el statu quo, de las personas que habitaban los predios objeto de controversia, pues estos continuaron con el pago de las obligaciones hipotecarias y además, tuvieron que entregar la casa de la Urbanización Parques del Sol II, lo que no constituye una reparación por los errores cometidos por las entidades públicas y privadas que autorizaron y construyeron el mencionado complejo habitacional.  
Señaló que el propio Municipio de Soacha, solicitó la declaratoria de cosa juzgada en el proceso en el que se tramitaba la acción de grupo, basado en la existencia de la sentencia de la acción popular, petición que fue desestimada por el Juzgado 36 Administrativo del Circuito de Bogotá, quedando en firme y ejecutoriada, sin ser apelada en su momento y que ahora pretende reabrir el actor con la presente tutela.  

Consideró que la posible reparación patrimonial de un daño antijurídico no impide que mientras el mismo se lleve a cabo, se tomen las medidas tendientes a prevenir perjuicios mayores, como en el presente caso lo fue la reubicación emanada de la acción popular.

Igualmente, manifestó que el accionante realizó una errada interpretación del fallo proferido en la acción de grupo, toda vez que fundamenta su argumento en una presunta doble indemnización del daño material acaecido por los afectados, confundiendo las sumas a pagar efectivamente a los miembros conocidos del grupo y los dineros ponderados para los demás potenciales beneficiarios que por mandato legal podrían vincularse a los efectos de la sentencia.   

Adujo que las medidas indemnizatorias de la acción de grupo no solo se predican a causa de la vulneración de los derechos colectivos, sino también individuales.

Resaltó que la afirmación del actor en cuanto a la entrega a título gratuito de casas por valor de $35.000.000.oo, a todos los propietarios de los predios de la Urbanización Parques del Sol II, es un sofisma de distracción, pues las viviendas entregadas, que en su mayoría eran usadas y en estado deficiente, se transferían a cambio de que los propietarios de las casas en riesgo, se las escriturasen al Municipio, quedando los afectados con las obligaciones hipotecarias.
Frente al llamamiento en garantía de la aseguradora, mencionó que el fallo dentro de la acción de grupo hizo claridad en la imposibilidad de pronunciarse de fondo sobre el mismo, teniendo en cuenta la existencia de un proceso de nulidad entre el llamado y el Municipio, basado en la relación netamente contractual entre las partes, que difiere de la problemática central resuelta en el fallo cuestionado.

Respecto de la presunta violación de los derechos fundamentales del actor, por el reconocimiento del perjuicio con ocasión de la alteración de las condiciones de existencia de los habitantes de las casas ubicadas en la Urbanización Parques del Sol II, recordó que la acción de grupo se interpuso cuando aún se concebía la reparación del daño inmaterial, como daño moral, el cual claramente fue solicitado en la demanda y debidamente reconocido por el Tribunal acogiendo los avances jurisprudenciales que en la materia se habían desarrollado, que consideraban que el daño probado dentro del proceso en cuestión, se denominaba alteración de las condiciones de existencia.     

Resaltó que a pesar de que se alega la existencia de un defecto sustantivo, no se demostró que la providencia demandada se basó en normas inaplicables o indebidas.

Por último, consideró que la tesis relacionada con la presencia de un defecto fáctico es insostenible, pues el Tribunal en la segunda instancia dentro del proceso de la acción de grupo, precisamente solicitó la información pertinente sobre la ejecución de la sentencia de la acción popular, teniendo pleno conocimiento de la misma, incluso ratificándose con fundamento en ella.

II. FUNDAMENTOS DEL FALLO IMPUGNADO.

La Sección Quinta del Consejo de Estado, en sentencia de 9 de mayo de 2012, declaró improcedente la tutela impetrada, por considerar que ninguna de las razones esgrimidas por el actor constituye transgresión de sus derechos fundamentales al debido proceso o al acceso a la Administración de Justicia.

Arguyó que la posición que sostiene el accionante busca debatir una decisión que se enmarca en la autonomía e independencia judicial, lo que no es razón suficiente para considerar que existe violación alguna. 

Expresó que el simple hecho de no estar de acuerdo con una decisión que está en contra de los intereses del Municipio, no constituye un motivo para considerar la violación de sus derechos fundamentales. 

Reiteró que la acción de tutela no puede ser utilizada como una tercera instancia y su procedencia contra providencias judiciales solo se presenta bajo condiciones excepcionales, situación no evidenciada en el presente caso.

Por último, recordó que el Tribunal en su contestación manifestó que el Municipio acudió al recurso extraordinario de revisión como mecanismo de defensa judicial para la protección de sus derechos e intereses y es al juez natural a quien le corresponderá decidir. 

III.  FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

El actor impugnó el fallo, manifestando que el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en Descongestión, atropelló al Municipio de Soacha con una sentencia que constituye una vía de hecho con violación al debido proceso, en la cual, se ordenó pagar tres veces la misma indemnización.    

Adujo que además de la vulneración del derecho de defensa, se está patrocinando un enriquecimiento injustificado de los demandantes, empobreciendo al Municipio y deteriorando el patrimonio público.

Estimó que la sentencia que resuelve la acción de tutela en primera instancia es una decisión de “cajón”, sin análisis sobre los argumentos de la procedencia de la tutela.    

IV. CONSIDERACIONES DE LA SALA:

Un primer aspecto que interesa resaltar, es que la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en sentencia de 31 de julio de 2012 (Expediente núm. 2009-01328, Actora: Nery Germania Álvarez Bello, Consejera ponente doctora María Elizabeth García González), en un asunto que fue asumido por importancia jurídica y con miras a unificar la jurisprudencia, luego de analizar la evolución jurisprudencial de la acción de tutela contra providencias judiciales tanto en la Corte Constitucional como en esta Corporación, concluyó que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala había sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente núm. AC-10203) han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales  fundamentales. De ahí que a partir de tal pronunciamiento se modificó ese criterio radical y se declaró la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, cuando se esté en presencia de la violación de derechos constitucionales fundamentales, debiéndose observar al efecto los parámetros fijados hasta el momento jurisprudencialmente.     

En sesión de 23 de agosto de 2012, la Sección Primera adoptó como parámetros jurisprudenciales a seguir, los señalados en la sentencia C-590 de 8 de junio de 2005, proferida por la Corte Constitucional, sin perjuicio de otros pronunciamientos que la misma Corporación elabore sobre el tema.

En la mencionada sentencia la Corte Constitucional señaló los requisitos generales y especiales para la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial, así:

“Los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales son los siguientes:

a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones[4]. En consecuencia, el juez de tutela debe indicar con toda claridad y de forma expresa porqué la cuestión que entra a resolver es genuinamente una cuestión de relevancia constitucional que afecta los derechos fundamentales de las partes. 

b. Que se hayan agotado todos los medios  -ordinarios y extraordinarios-  de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable[5].  De allí que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos.  De no ser así, esto es, de asumirse la acción de tutela como un mecanismo de protección alternativo, se correría el riesgo de vaciar las competencias de las distintas autoridades judiciales, de concentrar en la jurisdicción constitucional todas las decisiones inherentes a ellas y de propiciar un desborde institucional en el cumplimiento de las funciones de esta última. 

c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración[6].  De lo contrario, esto es, de permitir que la acción de tutela proceda meses o aún años después de proferida la decisión, se sacrificarían los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica ya que sobre todas las decisiones judiciales se cerniría una absoluta incertidumbre que las desdibujaría como mecanismos institucionales legítimos de resolución de conflictos.

d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora[7].  No obstante, de acuerdo con la doctrina fijada en la Sentencia C-591-05, si la irregularidad comporta una grave lesión de derechos fundamentales, tal como ocurre con los casos de pruebas ilícitas susceptibles de imputarse como crímenes de lesa humanidad, la protección de tales derechos se genera independientemente de la incidencia que tengan en el litigio y por ello hay lugar a la anulación del juicio.

e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible[8].  Esta exigencia es comprensible pues, sin que la acción de tutela llegue a rodearse de unas exigencias formales contrarias a su naturaleza y no previstas por el constituyente, sí es menester que el actor tenga claridad en cuanto al fundamento de la afectación de derechos que imputa a la decisión judicial, que la haya planteado al interior del proceso y que dé cuenta de todo ello al momento de pretender la protección constitucional de sus derechos.

f. Que no se trate de sentencias de tutela[9].  Esto por cuanto los debates sobre la protección de los derechos fundamentales no pueden prolongarse de manera indefinida, mucho más si todas las sentencias proferidas son sometidas a un riguroso proceso de selección ante esta Corporación, proceso en virtud del cual las sentencias no seleccionadas para revisión, por decisión de la sala respectiva, se tornan definitivas.  

… Ahora, además de los requisitos generales mencionados, para que proceda una acción de tutela contra una sentencia judicial es necesario acreditar la existencia de requisitos o causales especiales de procedibilidad, las que deben quedar plenamente demostradas. En este sentido, como lo ha señalado la Corte, para que proceda una tutela contra una sentencia se requiere que se presente, al menos, uno de los vicios o defectos que adelante se explican. 

a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello. 

b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. 

c.  Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. 

d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales[10] o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. 

f. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

g.  Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

h.  Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado[11]. 

i.  Violación directa de la Constitución.”
En el caso presente, la providencia que se demanda vía acción de tutela, es el fallo de 13 de octubre de 2011 del Tribunal Administrativo de Cundinamarca en Descongestión, Sección Primera, Subsección “C”, que modificó el numeral tercero de la parte resolutiva de la sentencia proferida por el Juzgado Treinta y Seis Administrativo del Circuito de Bogotá, en la acción de grupo con radicado núm. 2002-00009, condenando solidariamente al Municipio de Soacha y a la Constructora Sudema S.A., al pago de los perjuicios materiales y al reconocimiento de la alteración de las condiciones de existencia por cada una de las viviendas afectadas de la Urbanización Parques del Sol II.

A la citada providencia se le atribuye la vulneración de derechos constitucionales fundamentales del debido proceso y de defensa, habida cuenta de que, a juicio del Municipio actor, el fallo incurre en una vía de hecho por la existencia de defecto fáctico y sustantivo, básicamente bajo tres argumentos: i) condenar a pagar una doble indemnización, sin tener en cuenta las pruebas obrantes en el proceso que demostraban que el Municipio de Soacha ya había entregado a cada uno de los demandantes una nueva casa, por concepto de perjuicios materiales; ii) establecer el pago de los perjuicios por variación en las condiciones de existencia, sin haber sido solicitados por los accionantes y iii) no resolver el llamamiento en garantía formulado por la entidad demandada contra la aseguradora COLSEGUROS S.A.. 

En aras de establecer la existencia de los defectos fáctico y sustantivo y la presunta conculcación de los derechos constitucionales fundamentales invocados por el actor, es menester consultar el contenido de aquellas, no sin antes hacer claridad en los fundamentos fácticos que soportan la presente acción, toda vez que en el capítulo de “hechos” del escrito de tutela, existen algunas contradicciones frente a las contestaciones allegadas en el caso de marras.

Los hechos principales que fundamentan la presente acción son los siguientes:

· Un grupo de personas que adquirieron viviendas a la Constructora SUDEMA S.A., en la urbanización Parques del Sol II, presentaron el 7 de mayo 2002, acción de grupo ante la Secretaría General del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, contra la Alcaldía de Soacha y la sociedad antes referida, quien actualmente tiene como razón social DEVINCO, la cual tuvo como número de radicación 2002-00009.

· Por otra parte, el Personero Municipal de Soacha, el día 6 de julio de 2000, instauró ante los Jueces Civiles del Circuito del respectivo Municipio otra acción de grupo a nombre de 72 personas afectadas por el hundimiento del terreno, fisuras y agrietamiento de las viviendas de la Urbanización Parques del Sol II. Este proceso luego de ser fallado en primera instancia y apelado ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cundinamarca, fue declarado nulo a partir de la sentencia de primer grado, por indebida integración del contradictorio, ordenando la vinculación del Municipio de Soacha como parte demandada. 

· El Juzgado Segundo del Circuito de Soacha luego de vincular al señalado Municipio, remitió por competencia el proceso al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, quien a través de auto de 18 de abril de 2005, acumuló las dos acciones de grupo a las cuales se ha hecho referencia, radicados bajo los núms. 2005-00136 y 2002-00009.

· Ahora bien, en el año 2004, la Procuraduría General de la Nación, presentó acción popular contra el Municipio de Soacha y la Constructora Sudema S.A. (DEVINCO), por violación de los derechos e intereses colectivos consagrados en los literales a), g), l), m) y n) del artículo 4° de la Ley 472 de 1998, en virtud de las mismas deficiencias estructurales de las casas de la Urbanización Parques del Sol II, señaladas igualmente en la acción de grupo antes referida. En atención a este proceso, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “B”, profirió sentencia el 1° de septiembre de 2006, declarando responsables por la violación de los derechos colectivos invocados a los demandados y ordenando la reubicación inmediata de las familias de 6 de las viviendas del complejo habitacional en mención y en el lapso de 2 años las 200 familias restantes.      

· El 13 de octubre de 2011, el Tribunal Administrativo en Descongestión, Sección Primera, Subsección “C”, igualmente profirió sentencia de segunda instancia dentro de los procesos acumulados 2002-00009 y 2005-00136, contentivos de las acciones de grupo presentadas por los afectados de las viviendas de la Urbanización Parques del Sol II, en la cual, se modificó la providencia del a quo, en el sentido de reconocer el pago a título de indemnizaciones por perjuicios materiales por valor de $2.919.164.936, a los 82 integrantes reconocidos en el grupo y $4.414.343.928, a los eventuales beneficiarios que se acreditasen como tales dentro de los términos de Ley. Igualmente, condenó a los demandados a pagar el equivalente a 30 salarios mínimos legales mensuales, por valor total de $3.306.300.000, por reconocimiento de la alteración de las condiciones de existencia de cada una de las viviendas afectadas en la renombrada urbanización. 

Precisado lo anterior, la Sala entra a analizar cada uno de los cargos que el actor le imputa a la providencia cuestionada, a fin de determinar la existencia de las vulneraciones de los derechos fundamentales alegadas en la presente acción. 

El argumento fundamental y reiterativo de la acción de tutela, fue la presunta existencia de una vía de hecho por defecto sustancial, al condenar al Municipio de Soacha al pago de una doble indemnización a favor de los demandantes, omitiendo la reubicación y entrega de las nuevas viviendas que ya se había hecho en atención a lo ordenado en la acción popular interpuesta por la Procuraduría General de la Nación. 

Aunado a lo anterior, se adujo que la doble indemnización se predicaba igualmente de lo ordenado en la parte resolutiva de la sentencia de 13 de octubre de 2011, pues se consagra el pago tanto de la cuota inicial, como de amortización, más el pago total de la vivienda, lo que presuntamente constituye una violación al debido proceso y al derecho de defensa del Municipio.

En cuanto a la configuración del defecto fáctico alegado, se indicó que la sentencia atacada hace una valoración contra-evidente de las pruebas allegadas al proceso, pasando por alto que se encontraba demostrado y certificado que el Municipio había hecho entrega de viviendas nuevas a los afectados de la Urbanización Parques del Sol II.  

Respecto de estas argumentaciones, la Sala observa que la providencia objeto de tutela no constituye una vía de hecho por defecto sustantivo, toda vez que en modo alguno se demuestra que la misma se fundamentó en normas inexistentes o inconstitucionales, ni mucho menos existe contradicción entre los fundamentos de la sentencia y la decisión de la misma; todo lo contrario, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en Descongestión, falló bajo los parámetros establecidos por la Ley 472 de 1998, entendiendo que la acción de grupo es un mecanismo con carácter exclusivamente indemnizatorio, que lo diferencia indudablemente de la naturaleza preventiva de las acciones populares y por tanto, sus fallos sobre un mismo hecho generador no son excluyentes, pues las finalidades de las acciones son radicalmente distintas.

El fallo proferido en la acción popular, no constituyó en medida alguna, una condena indemnizatoria, simplemente comprendió una orden de hacer, enmarcada en la reubicación física de los afectados por el peligro que corrían sus derechos colectivos al mantenerse habitando las viviendas ubicadas en la Urbanización Parques del Sol II, lo que de ninguna manera inhabilitaba o excluía a los mismos, de solicitar la respectiva indemnización de los perjuicios evidentemente causados y utilizar la acción de grupo para tal finalidad.   

En atención a lo anterior, es evidente que las condenas consagradas en las sentencias de la acción de popular y la acción de grupo no son excluyentes, ni mucho menos constituyen una doble indemnización a cargo del Municipio de Soacha, pues el carácter de las mismas es radicalmente diferente y es la segunda, la que efectivamente contempla el pago del perjuicio a los afectados por el daño acaecido, mientras la acción popular solo estipuló una medida que evitó e hizo cesar las amenazas demostradas que existían sobre los derechos colectivos de las familias que resultaron afectadas con las deficiencias estructurales del complejo habitacional objeto de la presentación de las referidas acciones.

La Sala advierte que el actor manifestó equivocadamente que la reubicación y entrega de las nuevas viviendas a los afectados por parte de Municipio de Soacha constituyó un pago por concepto de perjuicios materiales, cuando a todas luces fue una medida preventiva, pues si el juez popular así lo hubiese decidido, hubiera podido condenar expresamente al pago de un perjuicio, en virtud de los alcances propios que el artículo 34 de la Ley 472 de 1998 consagra. Sin embargo, no hubo pronunciamiento de ese tipo y por tanto, en el fallo dentro del proceso de la acción de grupo, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca tenía toda la facultad para disponer la indemnización por los perjuicios materiales causados a cada uno de los integrantes del grupo.  

Por otra parte, vale resaltar la equivocada interpretación que el actor le da al numeral tercero de la parte resolutiva de la sentencia de 13 de octubre de 2011, en el que considera que el Tribunal Administrativo de Cundinamarca estipuló un doble pago de los perjuicios materiales, al ordenar la cancelación de las cuotas iniciales y de amortización y también el valor total de la vivienda, situación no contemplada en la sentencia, toda vez que lo que se dispuso fue, por una parte, el pago de los perjuicios materiales a cada integrante determinado del grupo de personas demandantes y por otro, la cancelación por el mismo concepto, pero a los afectados que no concurrieron al proceso, pero que dentro de los términos de la Ley, acreditasen ser integrantes y beneficiarios del mismo grupo.     

Ahora bien, respecto de la presunta existencia de un defecto fáctico en la providencia atacada, por la supuesta valoración contra-evidente de las pruebas recaudadas, observa la Sala, que dicha afirmación no es de recibo, bajo el entendido de que el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en Descongestión, analizó e incluso solicitó pruebas referentes a la condena del Municipio dentro de la acción popular instaurada por la Procuraduría, encontrando, como ya se indicó, que la misma no excluía la indemnización propia de la acción de grupo.      

Igualmente, es preciso hacer claridad que para que los propietarios afectados se hicieran acreedores al pago de la indemnización de los perjuicios ordenados en el fallo objeto de la presente acción de tutela, debían ceder el dominio y hacer entrega efectiva de las viviendas de la urbanización en cuestión al Municipio de Soacha, exentas de cualquier gravamen, lo que reafirma la total inexistencia de una doble indemnización. Lo anterior, aunado a que en el fallo proferido dentro de la acción popular, no se hizo ninguna exoneración de los pagos por concepto de obligaciones crediticias que tuviesen los afectados y como lo dijo el apoderado de éstos en la contestación de la presente acción de tutela, las personas tenían que seguir pagando las acreencias bancarias, a pesar de no estar habitando sus viviendas.     

Frente al cargo de violación fundamentado en la presunta vía de hecho al condenar al Municipio de Soacha al pago de perjuicios por la variación de las condiciones de existencia, sin que según el actor, se hubiesen solicitado en la acción de grupo, la Sala no lo encuentra de recibo pues el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en Descongestión, fue claro en los argumentos que dieron origen al mencionado reconocimiento, indicando que en la acción de grupo evidentemente se solicitó la condena a pagar a cada uno de los miembros del grupo, el perjuicios moral causado por el sufrimiento que han tenido que padecer, producto de la zozobra al ver sus vidas en constante peligro, lo que demuestra que la petición efectivamente sí se realizó y por lo tanto, era totalmente viable su reconocimiento.

Según el Tribunal demandado en tutela, del material probatorio obrante en el plenario, se podía presumir el sufrimiento padecido por los propietarios de la Urbanización Parques del Sol II, al ver que sus viviendas en cualquier momento podían colapsar, situación que les produjo una zozobra constante y un deterioro en su calidad de vida, por lo tanto, era procedente reconocer unos perjuicios inmateriales que en su momento fueron solicitados como perjuicios morales, pero que gracias al desarrollo jurisprudencial, se han determinado como perjuicios por alteración en las condiciones de existencia.      

La Sala observa que es evidente que los afectados y miembros del grupo habían solicitado el reconocimiento y pago por perjuicios morales y el Tribunal advirtiendo que dicha situación se encontraba probada, ordenó el pago, haciendo la simple claridad que con fundamento en la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado, hoy en día, dichos perjuicios se denominaban como alteración a las condiciones de vida y no como perjuicios morales.  

El fundamento de la exclusión o imposibilidad de reconocer el perjuicio inmaterial, alegando simplemente que los actores de la acción de grupo lo solicitaron como morales y no como perjuicios por alteración en las condiciones de vida, no es de recibo para esta Sala, pues los avances propios y el desarrollo jurisprudencial que se ha dado en esta materia, permite que los accionantes soliciten ciertos perjuicios que posteriormente sean considerados conceptualmente diferentes o que en el trámite de las acciones aparezcan sentencias que constituyan innovaciones no reconocidas con anterioridad, por lo cual, el juez de instancia tenía toda la facultad de utilizar el principio iura novit curia y adaptar el reconocimiento del perjuicio inmaterial, al avance jurisprudencial del momento.    

Igualmente, la Sala considera que el llamamiento en garantía formulado por el Municipio de Soacha en contra de la aseguradora COLSEGUROS S.A., evidentemente sí fue resuelto dentro de la acción de grupo acumulada con radicado 2002-00009, tanto en el fallo de primera instancia del Juzgado 36 Administrativo del Circuito de Bogotá, como en el aquí demandado, proferido por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en Descongestión el 13 de octubre de 2011, en los cuales se reiteró la imposibilidad de pronunciarse de fondo sobre el mismo, porque implicaría resolver controversias contractuales, que se contraponen a las finalidades de la acción de grupo y para las cuales existen otros mecanismos judiciales.

Por último, la Sala observa que el actor reconoció en el mismo escrito de tutela, que en la acción de grupo se invocó la cosa juzgada en atención al fallo proferido dentro de la acción popular núm. 2004-00769, buscando en su momento, según el propio Municipio de Soacha, evitar una doble condena por los mismos hechos. Dicha petición fue denegada en ese entonces, por lo que la presente acción no puede ahora reabrir un debate jurídico pues no es una instancia extra, diferente de las ordinarias previamente establecidas.

Consecuente con lo anterior, se procederá a confirmar la sentencia apelada, pero por las razones expuestas anteriormente.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley.

F A L L A:
PRIMERO: CONFÍRMASE la sentencia de 9 de mayo de 2012, proferida por la Sección Quinta del Consejo de Estado.

SEGUNDO: Notifíquese a las partes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto Ley 2591 de 1991.

TERCERO: REMÍTASE el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Se deja constancia de que la anterior providencia fue leída, discutida y aprobada en la sesión del día 10 de octubre de 2012.

MARÍA ELIZABETH  GARCÍA GONZÁLEZ                      MARÍA  CLAUDIA  ROJAS  LASSO       Presidenta
MARCO ANTONIO VELILLA MORENO
